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JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Magistrado 
  

     

Proceso:   Verbal (Resolución promesa compraventa) 

Demandante:  MARÍA TERESA SIERRA MEJÌA         

Demandado:   GERMÀN ALFREDO SCHAFER ELEJALDE      

Radicado:   052663103001 20180003701  

Decisión:    No repone auto 

Auto Interlocutorio: 114 

    
DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

      TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  

      SSAALLAA  UUNNIITTAARRIIAA  DDEE  DDEECCIISSIIÓÓNN  CCIIVVIILL  

Medellín, veintinueve de noviembre de dos mil veintidós  

 

Mediante escrito dirigido a esta Sala, el apoderado del señor 

GERMÁN ALFREDO SCHAFER ELEJALDE solicita reconocimiento de 

personería e interpone recurso de reposición contra el auto de 10 

de octubre, corregido en auto de 24 de octubre de este año.  

 

Respecto al recurso de reposición, sostiene que por disposición 

expresa del artículo 341 del C.G.P., “La concesión del recurso no impedirá 

que la sentencia se cumpla, salvo cuando verse exclusivamente sobre el estado 

civil, o se trate de sentencia meramente declarativa, o cuando haya sido 

recurrida por ambas partes”. “…En la oportunidad para interponer el recurso, el 

recurrente podrá solicitar la suspensión del cumplimiento de la providencia 

impugnada, ofreciendo caución para garantizar el pago de los perjuicios que 

dicha suspensión cause a la parte contraria, incluyendo los frutos civiles y 

naturales que puedan percibirse durante aquella...”.  

 

Considera  que en el presente caso, los perjuicios que podrían causarse a la parte 

contraria, serían los que transcribe de la  parte resolutiva de la sentencia de 
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primera instancia  (mandato ejecutable  M.E)) y a continuación, describe el 

(posible perjuicio.  P.P) a la parte contraria,  así:  

“PRIMERO: M.E. Declarar absolutamente nulo el contrato de promesa de 

compraventa celebrado en julio de 2013 por MARÍA TERESA SIERRA MEJÍA como 

promitente vendedora y GERMÁN ALFREDO SCHAFER ELEJALDE, como 

promitente comprador”.  

P.P. No es mandato ejecutable por sumas de dinero. 

 

“SEGUNDO.  M.E. Ordenar a este último restituir a la primera los lotes 1A y 1B, 

cuyos linderos aparecen en la escritura 1716 del 22 de julio del 2014, de la 

Notaría Segunda de Rionegro (Ant.)”. 

P.P  La no entrega inmediata de los inmuebles, solo implicaría perjuicios respecto 

a los frutos civiles (arrendamientos), que el juez tasó en el siguiente numeral.  

Además en caso de destrucción o pérdida de los inmuebles, el avalúo de los 

predios a octubre de 2021, eran los siguientes: 

A1. $1.041.990.000.    A2. $697.583.000.   TOTAL $1.739.573.000. 

 

“TERCERO. M.E.   Condenar al señor Schafer Elejalde a pagarle a la 

demandante, la suma de $50.000.000, por frutos civiles causados desde el 3 de 

julio del 2013 hasta el 3 de noviembre del presente año y, los que sigan 

causando con posterioridad hasta que se efectúe la entrega efectiva de los lotes 

de terreno, a razón de $500.000 mensuales”. 

P.P. Los mandatos ejecutables por frutos civiles (arrendamiento)  serían: 

$50.000.000 desde el 3 de julio de 2013 hasta 3 de noviembre del 2021. 

$500.000 mensual, desde el 3 de noviembre de 2021 hasta la entrega de los 

lotes, 18 meses aproximadamente mientras dura el recurso de casación; 

es decir, la suma de $9.000.000 hasta mayo de 2023. Total riesgo $59.000.000.” 

 

CUARTO: M.E.  Condenar a la señora María Teresa Sierra Mejía a restituir al 

demandado la suma de $140.000.000, debidamente indexada, recurriendo al … 

IPC, desde el 3 de julio del 2013 hasta que se realice efectivamente la 

restitución. Sobre esta suma nominal –no actualizada-, reconocerá igualmente 

intereses civiles al 0.5% mensual, según el art. 1617 del Código Civil por ese 

mismo lapso de tiempo. La suma indexada, a la fecha de la sentencia, asciende a 

$193.951.907,33 y, los intereses, a $69.171.666,87, para un total de 

$263.123.574.  “La parte contraria debería restituir al señor GERMÁN SHAFER la 
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suma de $263.123.574 hasta el 13 de octubre de 2021. A partir de dicha fecha, 

debe pagar intereses del 0.55% mensual, hasta que restituya el dinero, según 

sentencia.  Los intereses por 18 meses a una tasa del 0.5% mensual serian 

$23.681.121,66. 

P.P No hay riesgo para la parte contraria,   por el contrario, María Teresa Sierra 

debe restituir a Germán Shafer  la suma de  $263.123.574 más $23.681.121,66 

de intereses para un total de $286.804.695. 

 

“QUINTO:  M.E.  Las anteriores cantidades de dinero podrán ser compensadas 

por las partes”.  

P.P De acuerdo a la orden de compensación, de los mandatos ejecutables a 

cargo de María Teresa Sierra, debe descontarse los mandatos a cargo del señor 

Germán Shafer. 

 

“SEXTO:   M.E. Negar las pretensiones tanto de la demanda principal como las 

de la reconvención”.  

P.P No hay riesgo a la parte contraria.  

 

SÉPTIMO: Sin costas”. 

P.P. No hay riesgo a la parte contraria”.  

 

En síntesis, expone que la valoración de los mandatos ejecutables de la 

sentencia serían: Restitución de inmueble a cargo de Germán Shafer la suma de 

$1.739.573.000. Pago de arrendamientos a cargo de Germán Shafer la suma de 

$59.000.000.  Restitución de dinero a cargo de Teresa Sierra la suma de 

$286.804.695. Total $2.085.377.695.  El artículo 341  CGP es claro en 

establecer, que el valor de la caución se debe fijar es con base en el cálculo de 

los posibles perjuicios a la parte contraria; es decir, que para el presente 

caso, los perjuicios que sufriría la señora Teresa Sierra por el no cumplimiento 

inmediato de la sentencia, sería únicamente por el valor de los frutos civiles de 

los lotes, tasados a 500 mil pesos mensuales ($9.000.000 por 18 meses) y los 

intereses de mora ($23.681.121,66 por 18 meses) que debería pagarle al 

recurrente Germán Schäfer, que ambos suman $32.681.121,66. En gracia de 

discusión, incluso, si se quisiera adicionar el avalúo de los lotes objeto del litigio, 

este sería por una suma de $1.850.000.000 aproximadamente para el año 2022, 

que sumados a los arriendos e intereses anteriores, sumarían 
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$1.882.681.121,66; sin embargo, como en las sentencias existe orden de 

compensación, la señora María Teresa Sierra tendría que restituir la suma de 

$286.804.695 al señor Germán Schäfer, por lo cual, descontando esta suma… el 

perjuicio que se pudiera ocasionar a la parte contraria en el peor de los casos, 

incluso si ocurriera un cataclismo que borrara de la faz de la tierra los lotes 

objeto del litigio, sería por la suma de $1.595.876.426. 

 

No obstante lo anterior, haciendo uso de las facultades conferidas por el artículo 

341 del C.G.P., mediante auto de cumplimiento emitido el 10 de octubre,   se 

manifestó en las consideraciones que la sentencia contiene mandatos ejecutables 

incluyendo sumas como la cláusula penal, mejoras y perjuicios que no fueron 

decretados en sentencias a favor de la señora María Teresa Sierra, y en la parte 

resolutiva, ordenó prestar caución por la suma de $2.485´431.275,60; es 

decir, tasó la caución no producto de un análisis de los posibles perjuicios a la 

parte contraria con base en lo expresamente ordenado en la sentencia 

(calculados en máximo $1.900.000.000 aproximadamente), sino que tasó la 

caución, incluso por una suma superior al justiprecio para recurrir en 

casación de que trata el artículo 339 CGP, (tasado en $1.775’308.054,oo por la 

Corte Suprema al resolver el recurso de queja) donde la tasación del interés para 

recurrir se realiza es con base en lo que se dejó de reconocer en la sentencia a 

favor de la parte recurrente.    La  parte resolutiva de las sentencias de primera y 

segunda instancia, declaran la invalidez de la promesa de compraventa, no 

reconocen el pago de la cláusula penal, ni de mejoras ni de perjuicios, pero, aun 

así, se están contabilizando dichas cifras, como mandatos ejecutables de la 

sentencia que podrían perjudicar a la parte contraria, para fijar la caución. 

 

Con lo anterior solicita: PRIMERO: Revocar parcialmente la declaratoria de 

mandatos ejecutables de la sentencia, excluyendo los valores por concepto de 

cláusula penal, mejoras y/o perjuicios que no le fueron reconocidos a la señora 

MARÍA TERESA SIERRA en la sentencia.  SEGUNDO: Modificar y limitar la cuantía 

de la caución para la suspensión de la ejecución de la sentencia, únicamente al 

cálculo de los perjuicios que podría sufrir la parte contraría (María Teresa Sierra), 

por la suspensión de la ejecución de lo que le fue reconocido en la sentencia del 

21 de junio de 2022, de conformidad con el artículo 341: Restitución de 

inmuebles a María Teresa Sierra,   la suma de $1.739.573.000.  Pago de 

arrendamientos, la suma de $59.000.000. TOTAL: $1.798.573.000.  
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Restitución de dinero a Germán Schäfer (a cargo de Teresa Sierra): 

$286.804.695. TOTAL POSIBLES PERJUICIOS A PARTE CONTRARIA: 

$1.511.768.305.  Para la valoración del valor total de los posibles perjuicios, se 

debe tener en cuenta, que de estos valores, se debe descontar, la suma de 

$286.804.695 que la señora María teresa Sierra debe restituir al recurrente 

GERMAN ALFREDO SCHÄFER ELEJALDE. 

 

TRÁMITE:   Al recurso se dio el trámite correspondiente por la 

secretaría de la Sala y en forma oportuna, se pronuncia la 

apoderada de la parte demandante, oponiéndose a que se reponga la 

liquidación  de los mandatos ejecutables en la sentencia,  así como modificar y 

limitar la cuantía de la caución exigida para la  suspensión de la ejecución de la 

sentencia.  

 

Afirma que la contraparte hace un argumento, bastante matemático y por 

demás “ventajoso”, frente a sus intereses de continuar perpetuando y dilatando 

de manera desproporcional la entrega del inmueble, que es objeto del contrato 

demandado en resolución, por los múltiples, exagerados e inexcusables 

incumplimientos de las condiciones contractuales que bien se sabe, ha 

perfeccionado el demandado por omisión total de responsabilidad y honestidad 

para cumplir sus negociaciones como lo haría un hombre probo. Es una total 

arbitrariedad, considerar que los perjuicios de su representada, se limitan única 

y exclusivamente a una liquidación de cánones de arrendamiento (en mora hace 

más de tres años), desconociendo por ejemplo situaciones como la acreencia 

por concepto de impuestos de valorización, mismos que están en mora desde 

hace aproximadamente 9 años, el tiempo que el inmueble está en manos del 

demandado, pues parte del acuerdo era que él se responsabilizaría de tales 

impuestos y no lo hizo, de igual forma el impuesto predial, que fue abonado en 

el año 2018, para fabricar pruebas a última hora en su favor, así como toda la 

carga moral y costos de este eterno proceso judicial. Ahora bien, para efectos 

de lograr se diera la razón para la aceptación del recurso extraordinario de 

casación de la sentencia, para la contraparte sí era exigible, tomar la cuantía 

total del proceso, pero ahora, para la liquidación de la cuantía de la caución 

exigida por su Despacho, sí solicitan no se tenga en cuenta la cuantía general y 

comienzan a hacer unas restas, reitero; bastante amañadas, atreviéndose a 
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sostener que su representada, tendría que reconocer intereses al 0.5% durante 

el tiempo que dure el trámite de casación, situación que consideran de manera 

directa y abiertamente, se tardaría aproximadamente 18 meses, sin contar con 

la voluntad de  la demandante, que es precisamente consignar en este 

momento procesal, el dinero que según sentencia de primera instancia, debe 

reconocer al demandado, buscando con ello, poder exigir se ejecute, dicha 

sentencia y no incurrir en la generación y reconocimiento de más intereses de 

manera innecesaria. Han sido NUEVE AÑOS Y TRES MESES, en los cuales la 

demandante ha buscado todos los medios posibles, para lograr finalizar con esta 

pesadilla, de ver como su patrimonio está estancado en el tiempo, en manos de 

un personaje, que se desapareció los primeros 5 años y solo apareció en el año 

2018, a desplegar un contradictorio judicial, plegado de mentiras, abusos e 

incoherencias. Considera    que es el momento de hacer valer sus derechos e 

intereses  y en ese orden de ideas, no se revoque parcialmente, ni se acceda a 

las peticiones del impugnante, pues si su decisión fue ir a casación, la ley se lo 

ha permitido, pero en contraposición y equidad, debe aportar la caución exigida, 

sin mayores miramientos o beneficios, que los que la ley otorga. Por último se 

debe tener en cuenta, que la SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA, no está 

ejecutoriada, por   el recurso extraordinario de casación; por lo tanto, continúa 

siendo una expectativa, cuál será la decisión final de este contradictorio, por ello 

no se puede hablar o liquidar solo las sumas que fueron integradas a la 

sentencia de primera instancia, sino la CUANTÍA TOTAL DEL PROCESO, puesto 

que reitero aún no hay sentencia en firme, que indique con precisión, cuáles son 

los montos definidos a reconocimiento en pro o en contra de las partes 

respectivamente. Por todo lo anterior, reitera  oposición a que se reponga la 

decisión que en derecho se tomó  en auto del pasado 10 de octubre de 2021 y 

corregido el día 24 del mismo mes y año, misma que fue susceptible de recurso 

de reposición. Espera se tenga en cuenta su manifestación y consecuente a ello, 

no se REPONGA LA DECISIÓN.   

 

Para resolver se hacen las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES: 
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Lo primero a tener en cuenta es que se ha allegado poder donde la 

parte demandada lo confiere al DR. CARLOS MAURICIO 

RODRÍGUEZ CORTES para que continué su representación en el 

proceso y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 CGP, 

se le reconocerá personería tal fue como solicitado.  

 

Tiene establecido el artículo 318 CGP “Salvo norma en contrario, el 

recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del 

magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra  los de la Sala de 

casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o 

revoquen” y como los supuestos se cumplen, es  procedente analizar 

el  asunto cuestionado.  

 

Desde que se interpuso el recurso extraordinario de casación, se 

han ventilado una serie de argumentaciones  por el recurrente, de 

un lado tratando de demostrar que tiene interés para recurrir en 

casación con los perjuicios que se le están causando y de otro, 

como en este caso concreto, que argumenta cada ítem de la 

sentencia de primera instancia,  explicando concretamente a 

cuánto asciende el perjuicio que se causaría a la parte contraria, 

incluso  advirtiendo que en el auto recurrido se ordenó prestar la 

caución por una suma superior al justiprecio para recurrir en 

casación y además, haciendo cálculos teniendo en cuenta una 

época concreta de 18 meses que puede demorar el recurso de 

casación, desconociendo varios aspectos que deben tenerse en 

cuenta:  En primer lugar,   es cierto, que el valor de la caución 

está por encima del valor indicado  para recurrir en casación, que 

fue la suma de  $1.775.308.054,    pero también lo es, que la 

caución se consideró factible en la de $2.485.431.275,60  

porque  no es posible, ni procedente  conjeturar, como lo  hace el 

recurrente,  cuánto tiempo va a demorar el recurso en casación;  
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no es un cálculo que le sea atribuible a esta Sala determinar y en 

segundo lugar, que no estamos en frente de una sentencia que 

se encuentre ejecutoriada.  

 

No es  viable pretender hacer las cuentas como si se estuviese 

determinando una situación definida, máxime que atendiendo a las 

directrices dadas por la Corte Suprema cuando se pronunció 

respecto al recurso de queja por haberse negado el recurso de 

casación,  allí se definió la posible afectación, que en todo caso 

quedará por definirse en la decisión que se tomará al desatar el 

recurso y habiéndose determinado una cifra que cobijó los ítems a 

los que en el recurso se alude, se optó por acogerla, porque se 

involucró el costo de los lotes que deben  restituirse,  tal como lo 

indicó la Alta Corporación, junto con frutos, mejoras y los otros 

conceptos que se enlistaron y  que incluso descontó los valores a 

que alude el recurrente, que  en total ascienden a la suma de 

$1.775.308.054 y que se  aumentó porque a la Sala corresponde 

determinar el  monto de la caución  considerando el factor tiempo 

que por demás es incierto, máxime teniendo en cuenta el valor de 

los frutos civiles que se pueden producir durante el tiempo que 

dure esta Litis aleatoria para ambas partes  y por ello no sería 

prudente  hacer exclusiones como   se pretende; el monto de la 

caución debe ser suficiente, porque tendrá la finalidad de sustituir 

los resultados que puedan obtenerse con la efectividad de una 

futura sentencia, que como bien se sabe, se convierte en un 

mecanismo de seguridad e indemnización en el trámite del 

proceso, que se repite, no es viable calcular cuánto puede 

demorar.  
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El hecho de suspender los efectos de una sentencia tiene 

implicaciones de tipo económico, imputables al recurrente en 

casación y de paso se priva a la contraparte de obtener algún 

beneficio que podría obtenerse. Por lo tanto, considera la Sala que  

no habría manera ni de hacer exclusiones de ningún concepto  ni 

de variar el monto ordenado que por demás,  se ajusta a los 

requerimientos legales y por ello,  no se modificará.  

 

DECISIÓN: 
    

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Medellín, en Sala  Civil de Decisión,  

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.  RECONOCER personería amplia y suficiente al DR.  

CARLOS MAURICIO RODRÍGUEZ CORTES para continuar 

representando al demandado GERMÁN ALFREDO SCHAFER 

ELEJALDE en los términos del  poder conferido.    

 

SEGUNDO.   NO REPONER el auto de 10 de octubre modificado 

mediante auto de 24 de octubre de este año, de acuerdo a lo 

expuesto.  

 

NOTIFÍQUESE 

  
JJOOSSÉÉ  GGIILLDDAARRDDOO  RRAAMMÍÍRREEZZ  GGIIRRAALLDDOO  

MMaaggiissttrraaddoo  


